
Infraestructuras avanzadas 
de telecomunicación: soporte 
para el desarrollo de la sociedad 
del conocimiento

La difusión generalizada de las infraestructuras avanzadas de telecomunicación es generalmente
considerada como condición sine qua non para la incorporación de personas y territorios al nuevo
paradigma socioeconómico que constituye la sociedad del conocimiento. Este artículo examina la
solidez científica de este argumento para luego profundizar tanto en el estudio de las característi-
cas y grado de desarrollo de dichas infraestructuras (redes de banda ancha en la actualidad, re-
des de «nueva generación» en un futuro próximo) como en el análisis crítico de la actuación públi-
ca que pretende impulsar su progreso.

Telekomunikazio-azpiegitura aurreratuen hedapen orokortua sine qua non baldintzatzat hartzen da
oro har jakintzaren gizarteak osatzen duen paradigma sozioekonomiko berrira pertsonak eta lurral-
deak sartzeko. Artikulu honek argudio horren sendotasun zientifikoa aztertzen du, eta ondoren, az-
piegitura horien ezaugarrien eta garapen-mailaren azteketan (gaur egungo banda zabaleko sareak,
«generazio berriko» sareak etorkizun hurbilean) nahiz haren garapena bultzatu nahi duen jardun pu-
blikoaren analisi kritikoan sakontzen da.

Generalised spreading of advanced telecommunication infrastructures is usually considered as a sine
qua non condition for the incorporation of persons and territories into the new socioeconomic
paradigm represented by the knowledge society. This article examines the scientific soundness of this
argument and then goes more deeply into the study of the characteristics and degree of development
of said infrastructures (broadband networks at present, ‘new generation’ networks in a near future) as
well as the critical analysis of the public actions targeted at promoting their progress.
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1. INTRODUCCIÓN

Proclamar los prodigios que vendrán de
la mano del avance de la sociedad del co-
nocimiento1, y consecuentemente etique-
tar el fomento de su desarrollo como vital
para regiones e individuos, se ha converti-
do en lugar común en el discurso político.
Sería interesante conocer si detrás de
cada declaración existe una conciencia
clara (o, mejor aún, una reflexión) de cuál
es el modelo que hay que adoptar y cuá-
les los factores determinantes para que
ese progreso se produzca. Y es que hay
más variables involucradas de las que se

citan la mayor parte de las veces. Pero de
lo que no cabe duda es que uno de esos
factores, quizá el más importante por tra-
tarse de una condición previa, es disponer
de una infraestructura que permita el ac-
ceso a la información que da nombre a la
nueva sociedad.

Las redes de telecomunicación se han
convertido así en algo parecido a un fetiche
del crecimiento económico. El hecho en sí
no es nuevo: la universalización del acceso
a los servicios de telecomunicación es una
preocupación que pervive desde el inicio
del tendido de las redes. Sin embargo, la
pretensión de generalización del acceso re-
ferida, ahora, a las infraestructuras avanza-
das toma una nueva dimensión. La garantía
del acceso indiscriminado a las redes de
banda ancha parece convertirse en la ga-
rantía de que la oportunidad para no perder
el tren del futuro llega a todos.

1 Información no es sinónimo de conocimiento. Sin
embargo, y pese a las matizaciones que el uso de uno
u otro calificativo introduce, los conceptos de socie-
dad de la información y de sociedad del conocimiento
se han venido utilizando de modo casi intercambiable.
Siguiendo esta línea predominante, en este artículo los
utilizaremos indistintamente.



No por manido el argumento se convier-
te en falso, aunque sí está necesitado de
un tratamiento más riguroso y éste es el
primer objetivo de este artículo. Con este
fin, las dos secciones siguientes analizan,
en primer lugar, la «tradicional» correspon-
dencia entre telecomunicaciones y desarro-
llo económico y, más adelante, el papel que
las infraestructuras avanzadas de teleco-
municación desempeñan en el desarrollo
de la sociedad del conocimiento.

Sentadas unas bases firmes, el segundo
objetivo del trabajo es el examen de las ca-
racterísticas y situación de los mercados de
las infraestructuras avanzadas de teleco-
municación, comenzando por las actuales
redes de banda ancha y siguiendo con las
que supondrán su evolución natural, las así
denominadas redes de «nueva genera-
ción». Se considera con especial atención
la actividad pública, tanto en su faceta de
agente que interviene directa o indirecta-
mente en el despliegue como en la de árbi-
tro que dicta el marco regulador que puede
impulsar o frenar su extensión. La crítica de
las condiciones necesarias para el desarro-
llo presente y futuro de estas infraestructu-
ras cierra el artículo.

2. TELECOMUNICACIONES Y
DESARROLLO ECONÓMICO

La correspondencia entre telecomunica-
ciones y crecimiento económico fue, si no
demostrada, sí «percibida» durante buena
parte del siglo pasado. El empeño de la
mayor parte de los gobiernos por lograr
que capas cada vez más amplias de la po-
blación accedieran al servicio así lo de-
muestra.

Sin embargo, con anterioridad a la llega-
da al primer plano de noticias y de reflexio-

nes acerca de la llamada «nueva econo-
mía», la atención científica que había recibi-
do el sector de los servicios de telecomuni-
cación era escasa, y posiblemente no se
correspondía con la que ya merecía, si con-
sideramos el protagonismo creciente que
durante todo el siglo XX había ido asumien-
do en economías y sociedades.

Entre los trabajos pioneros, Hardy (1980)
se ocupa del papel del teléfono en el desa-
rrollo económico y, algo más tarde, Saun-
ders et al. (1983) establecen la relación de
las comunicaciones con el crecimiento del
sector servicios del que a su vez depende
el crecimiento del PNB. La correlación entre
el nivel de actividad económica y la inver-
sión en infraestructura de telecomunicacio-
nes será demostrada posteriormente usan-
do técnicas econométricas por Cronin et al.
(1991), Dholakia y Harlam (1994) o más re-
cientemente Röller y Waverman (2001).
Pero ¿las telecomunicaciones son causa o
consecuencia del nivel de desarrollo? Exis-
te una relación bidireccional: la inversión en
telecomunicaciones es un predictor fiable
(«causa») del nivel de actividad económica
posterior y además la afirmación inversa es
cierta también (Cronin et al., 1993).

Sobre el mecanismo por el que las tele-
comunicaciones influyen positivamente en
la economía, inicialmente se citan como
factores básicos la mejora de productividad
y la ganancia de eficiencia de los mercados
dado que los agentes son capaces de res-
ponder más rápido a las señales (Wellenius,
1984; Madden y Savage, 1998). La lista se
puede hacer más detallada: menores cos-
tes de producción, mejores decisiones de
localización, más flexibilidad, almacena-
miento (y consiguiente coste de capital) re-
ducido con los métodos de producción
just-in-time, aumento de la competencia...
(Cave et al., 1994).

Claudio Feijóo González, José Luis Gómez Barroso



En cuanto a su repercusión en el em-
pleo, Hansen et al. (1990) encuentran en su
estudio que, en seis áreas rurales europe-
as, el impacto de la inversión en telecomu-
nicaciones fue entre 2,2 y 5,2 veces mayor
transcurrido un año que en el momento de
la inversión original.

La relación es hoy mucho más nítida.
Las telecomunicaciones, convergiendo con
otros sectores hacia su integración en las
Tecnologías de la Información y de la Co-
municación (TIC), actúan como motor de la
economía, fuente de productividad y de
empleo, y por tanto son casi universalmen-
te consideradas como una inversión estra-
tégica (OCDE, 1997; Habib Sy, 1999; Jala-
va y Pohjola, 2002; OCDE, 2003b).

Y es que las nuevas tecnologías reducen
la importancia de la proximidad del merca-
do, liberando a las empresas de imposicio-
nes de implantación geográfica (Lentz y
Oden, 2001). Por tanto, para fomentar una
política de desarrollo del tejido económico
existente y para atraer nuevas iniciativas
generadoras de riqueza, las colectividades
locales se enfrentan a una tarea de diferen-
ciación y valorización del territorio basada
en la conectividad y el acceso a los servi-
cios (Balme y Jonas, 2000).

Un argumento que se suma a todos los
anteriores es el que considera que las tele-
comunicaciones contribuyen al desarrollo
económico endógeno. Las redes públicas
de telecomunicación inducen a una triple
acumulación de capital: del capital físico 
(infraestructuras instaladas), del capital hu-
mano (aprendizaje por la experiencia y el
acceso a la información) y del capital tecno-
lógico (transferencia y apropiación de nue-
vas tecnologías) (Noumba Um, 1997).

Hasta tal punto existe unanimidad en la
importancia de las telecomunicaciones que

el discurso ha cambiado. Ya no se habla de
la existencia de una infraestructura adecua-
da como un factor de desarrollo regional
sino de su ausencia como indicador de
subdesarrollo: «en la generación anterior, el
bienestar económico de las comunidades
rurales dependía a menudo de cómo de
cerca estuvieran de una autopista; en el
próximo siglo, su vitalidad dependerá más
de la calidad de sus servicios de comunica-
ciones» (McMahon y Salant, 1999).

Existe una razón para este giro en el ra-
zonamiento. De siempre, la trascendencia
de las telecomunicaciones ha desbordado
su propia esfera por su carácter de sector
«horizontal» imbricado en el funcionamiento
de casi cualquier actividad económica.
Pero la manifestación del paradigma cono-
cido como sociedad del conocimiento agi-
ganta su importancia al convertirlas en pie-
dra angular de la que parece será nueva
construcción socioeconómica. Los servi-
cios avanzados de telecomunicación for-
man el entramado sobre la que la sociedad
del conocimiento ha de sustentarse.

3. EL ACCESO COMO CONDICIÓN
PREVIA PARA LA INTEGRACIÓN 
EN LA SOCIEDAD 
DEL CONOCIMIENTO

El progreso de la sociedad de la informa-
ción se apoya, de modo general, en dos
grandes pilares: el acceso, esto es, la ca-
pacidad de conectarse a las infraestructu-
ras adecuadas, y la adopción o promoción
de su uso, atendiendo a las características
de los usuarios y comunidades objetivo
(Gómez Barroso y Feijóo, 2006).

El acceso es la condición previa: la pri-
mera condición para el «comportamiento
digital» es la infraestructura (CEPAL, 2002).
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Un acceso, claro está, que permita un uso
sin trabas de servicios y aplicaciones. Así,
la Comisión Europea (2002) afirma que la
disponibilidad de conectividad de banda
ancha «cambia de manera radical el modo
en que la gente usa Internet» por lo que re-
presenta un salto cualitativo en el camino
hacia la sociedad de la información.

El acceso se convierte, entonces, en el
requisito previo e indispensable para lograr
una sociedad de la información incluyente
(UIT, 2003a) que evite el avance o consoli-
dación de la llamada brecha digital. Esta
expresión se ha consolidado para, de
modo genérico y por tanto poco preciso,
advertir la existencia de grupos o de regio-
nes que no estarán en disposición de apro-
vechar las importantes oportunidades so-
ciales y económicas que la emergente
sociedad de la información promete. Sin
embargo, es claro que la brecha digital no
es sólo una cuestión de acceso a las infra-
estructuras de telecomunicación. Su conte-
nido debe ampliarse para incluir toda desi-
gualdad en oportunidades, pero también
en aptitudes, a la hora de explotar lo que
las TIC pueden ofrecer2. Y es que, eviden-
temente, el mero acceso no tiene ningún
sentido si no se conoce cómo obtener be-
neficio de las posibilidades que las TIC nos
brindan. La difusión de infraestructuras de
comunicación no es un fin en sí mismo sino
un medio para ofrecer contenido de calidad
en la sociedad de la información (CMSI
Conferencia Regional Paneuropea, 2002).

La cuestión de cómo incentivar la adop-
ción es, sin embargo, mucho más comple-

ja. El tipo de contenido y el lenguaje utiliza-
do, el grado de alfabetización o de educa-
ción, las estructuras comunales e institucio-
nales, son todos ellos factores que deben
ser considerados si es que quiere propor-
cionarse un acceso realmente útil a las tec-
nologías (Warschauer, 2002). El resultado
no será nunca positivo si la utilidad percibi-
da por el usuario no es superior al coste (no
estrictamente monetario sino de oportuni-
dad) que ha de satisfacer.

Desde la perspectiva del mercado, las
cuestiones del acceso y de la adopción es-
tán ligadas: la adopción es imposible sin
acceso, pero proporcionar acceso no es
rentable si no existe la perspectiva de una
rápida y masiva adopción (Hollifield y Don-
nermeyer, 2003). Alcanzar un cierto grado
de penetración implica un aumento de la
demanda y del beneficio potencial de los
operadores lo que, a su vez, debería con-
ducir a un incremento de las inversiones en
infraestructuras por parte del sector priva-
do. Se generaría así un círculo virtuoso en
el que el despliegue de infraestructuras y la
adopción de nuevos servicios irían crecien-
do en consonancia.

Pero poner en marcha esta rueda no es
siempre fácil. En la carrera hacia la socie-
dad de la información, los países han llega-
do a la línea de salida en condiciones dis-
pares. Si nos centramos exclusivamente en
las infraestructuras, es claro que el grado
de desarrollo económico general determina
la calidad y extensión presente de las re-
des. Las enormes diferencias actuales en
los niveles de acceso a los servicios de te-
lecomunicación son también producto de la
actividad histórica del monopolista (general-
mente empresa pública) durante la mayor
parte del siglo XX, así como de las decisio-
nes tomadas por los gobiernos en los pro-
cesos de apertura y liberalización de los

Claudio Feijóo González, José Luis Gómez Barroso

2 Como dice Warschauer (2003) esas diferencias no
permiten realizar una separación bipolar sino que po-
drían graduarse en una escala continua; en conse-
cuencia, el uso del término «brecha» complica más
que clarifica la interrelación entre tecnología y desi-
gualdades sociales.



mercados, desencadenados en las dos últi-
mas décadas.

En los países desarrollados, cuyos pro-
cesos de introducción de competencia
pueden considerarse más o menos madu-
ros, y, sobre todo, que cuentan con un
despliegue realmente universal en cuanto a
infraestructuras básicas se refiere (telefo-
nía), el problema del acceso se centra en
alcanzar un grado de penetración similar de
las infraestructuras capaces de ofrecer ser-
vicios avanzados de telecomunicación. El
desafío en el que ya están inmersos es im-
pulsar, y acelerar, la extensión de las redes
de banda ancha, llevando la infraestructura
también a las zonas rurales o aisladas. A
medio plazo, el objetivo será contar con re-
des «de nueva generación», redes cuyo di-
seño permite afrontar de modo integral los
retos que plantea el avance de la sociedad
del conocimiento.

4. EL RETO A CORTO PLAZO: 
LA UNIVERSALIZACIÓN 
DE LAS REDES DE BANDA ANCHA

A grandes rasgos, las infraestructuras de
telecomunicación de banda ancha se ca-
racterizan por alta velocidad, conexión per-
manente y capacidad para ofrecer numero-
sos servicios, algunos nuevos pero también
otros ya existentes pero a los que se acce-
de ahora de forma más rápida y satisfacto-
ria (OCDE, 2003a).

El concepto de banda ancha es dinámi-
co y debe ligarse a la capacidad del usuario
para acceder a un conjunto de servicios de
su interés, servicios que evolucionan a lo
largo del tiempo. Para UIT (2003b), banda
ancha debe considerarse, en su «estado
actual», toda aquella conexión a Internet
que ofrezca velocidades «significativamen-

te» más rápidas que las tecnologías de co-
nexión telefónica convencional. Esta última
idea, aunque desde luego no es la más ri-
gurosa, permitiría considerar dentro de este
margen todo acceso que ofrezca un caudal
mínimo de 256 Kbps. Hay que señalar, no
obstante, que las ofertas comerciales están
evolucionando rápidamente hacia velocida-
des muy superiores.

4.1. Mercado y desarrollo de la banda
ancha

En los países más desarrollados, los
procesos de liberalización de los mercados
de telecomunicaciones se completaron
hace varios años y, aunque con éxito desi-
gual, la competencia ha alcanzado cierto
grado de desarrollo. Son, por tanto, los
operadores privados los que, en su pugna
por los segmentos rentables del mercado,
realizarán la mayor parte de la inversión en
banda ancha.

Sin embargo, es más dudoso que las
compañías muestren interés en extender
sus operaciones a otros lugares que no
sean las zonas urbanas, en las que gene-
ralmente estiman que existe un número de
clientes suficiente para asegurar la rentabili-
dad. Las áreas rurales o aisladas deberán
esperar bastante tiempo hasta la llegada,
ya no de la competencia, sino de cualquier
posible conexión de banda ancha. No sor-
prendentemente, Grubesic (2004) concluye
que, como primer factor, la accesibilidad
está ligada al tamaño de la población:
cuanto más poblada está una región mayor
es el número de proveedores de banda an-
cha. De igual modo, Strover (2003) propor-
ciona evidencias de que son las condicio-
nes socioeconómicas regionales básicas,
resumidas en el ingreso per cápita y en la

Infraestructuras avanzadas de telecomunicación: soporte para el desarrollo de la sociedad del conocimiento

117



densidad de población, las que determinan
la entrada en el mercado de competidores.

Como se ha indicado, en muchos casos
el problema del acceso va ligado con el de
la adopción. Una mayor penetración de los
servicios implicaría un incremento de la de-
manda de conectividad. Superado un um-
bral de rentabilidad mínima, la oferta res-
pondería a esta demanda. Incentivar y
agregar la demanda es, pues, una política
que puede resultar efectiva. La agrupación
de clientes diversos es común en zonas ur-
banas, en las que, por ejemplo, edificios
completos de oficinas contratan los servi-
cios de un único proveedor; esta estrategia
resulta mucho más difícil en comunidades
rurales, aunque paradójicamente no obrar
así3 casi asegura que la demanda de estas
zonas «no aparecerá en la pantalla del ra-
dar» de los principales operadores de tele-
comunicación (Malecki, 2003).

En cualquier caso parece que, con los
costes que imponen las condiciones tecno-
lógicas actuales, existen unos parámetros
mínimos que, de no alcanzarse, marcan
una barrera objetiva. En esos casos, inclu-
so con elevados porcentajes de adopción,
la demanda resultante no sería suficiente
como para cubrir los costes de proporcio-
nar el acceso. Aunque las condiciones oro-
gráficas y de ocupación del territorio pue-
den determinar resultados muy diferentes,
sirva como ejemplo el estudio para una re-
gión española de Gómez Barroso y Pérez
Martínez (2004), en el que determinan la di-
ficultad de que los operadores de ADSL o
cable4 lleguen (por sí solos, sin ayuda públi-

ca) a localidades de menos de 500 habitan-
tes. Ante esta situación, los gobiernos han
decidido también intervenir en el lado de la
oferta del mercado.

4.2. Políticas públicas para la
extensión de las redes 
de banda ancha

La constatación de que el mercado no
podrá cumplir por sí solo con el objetivo de
un despliegue realmente universal (o al me-
nos no podrá hacerlo en un periodo «razo-
nable»), unido a la calificación «preferente»5

que se otorga a estas conexiones, trae
como consecuencia que la intervención pú-
blica se haya hecho común por doquier.

El servicio universal de telecomunicacio-
nes6 es la figura que garantiza el acceso in-
dividual de todos los ciudadanos a los ser-
vicios considerados básicos (en la
actualidad, básicamente la red telefónica
fija). Pese a que existe la opinión generali-
zada de que, so pena de volverlo inoperan-
te, el servicio universal ha de ser un con-
cepto en evolución, redefinido una y otra
vez, existen problemas para adaptar esta fi-
gura a la nueva etapa que ahora se afronta.
Evidentemente, no hay que perder de vista
la dimensión económica de unas obligacio-
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3 Por ejemplo, agrupando, junto a las de los particu-
lares, las necesidades de banda ancha de todas las
instituciones públicas del área en cuestión.

4 Otra cuestión a considerar es si es asequible o no.
Las soluciones de banda ancha basadas en satélite
están disponibles en cualquier punto del territorio

pero, por el momento, sus precios están, generalmen-
te, muy por encima de los precios de las soluciones
de banda ancha con alambres conductores.

5 La actuación pública debe estar sustentada en
una o varias de las causas que justifican la interven-
ción del Estado sobre la actividad del sector. Gómez
Barroso y Pérez Martínez (2005) analizan la presencia
de estos motivos «justificantes» («fallos de mercado»)
en las telecomunicaciones en general y en las nuevas
infraestructuras y servicios en particular, y concluyen
que la mayor parte de los argumentos podrían justifi-
car la intervención pública.

6 Consúltese la definición y contenido de esta figura,
creada en el momento de apertura de los mercados
de telecomunicación, en GRETEL (2000).



nes que se extendieran a los accesos de
banda ancha. La consecuencia final es
que, en la actualidad, la universalización de
la banda ancha se encara con otros instru-
mentos. Las estrategias y programas regio-
nales para el desarrollo de la sociedad de la
información son el marco en que se encua-
dran, la mayoría de las ocasiones, las políti-
cas particulares de promoción de la banda
ancha.

Como se ha repetido con reiteración, el
problema de la adopción está intrínseca-
mente ligado con la extensión de las infra-
estructuras. Los programas de fomento de
la banda ancha deben, por ello, actuar do-
blemente, en el lado de la oferta pero tam-
bién en el de la demanda.

En el lado de la oferta, los instrumentos
concretos que se incluyen en los progra-
mas son variados y abarcan desde la con-
cesión de créditos o de subvenciones a los
operadores para que desplieguen anticipa-
damente sus redes en aquellos lugares en
los que la rentabilidad parece sólo cuestión
de tiempo, hasta la instalación de centros
de acceso público en las localidades más
remotas.

Por lo que a la demanda se refiere, las
acciones de fomento pueden ser, a su vez,
indirectas (fomento de las condiciones de
desarrollo de aplicaciones y contenidos, se-
guridad y confianza en las transacciones
electrónicas, modernización de la adminis-
tración electrónica) o directas (subvención
para los usuarios del equipo y/o de las cuo-
tas de acceso y conexión).

Deliberadamente, se ha obviado una fa-
ceta, trascendente, del papel de los gobier-
nos. Es claro que la intervención pública
siempre será necesaria en los casos extre-
mos, pero no es menos evidente que la
magnitud de dicha intervención dependerá

de cuál sea la actividad de los operadores
presentes en el mercado. Y a su vez, la ac-
tuación de la iniciativa privada viene en gran
parte determinada por las reglas de juego
establecidas por la autoridad pública. La in-
cidencia del marco regulador definido para
el sector se tratará en las conclusiones.

4.3. El despliegue comercial 
de la banda ancha en España

La parte «troncal» de las redes de banda
ancha es común con la de los servicios de
telecomunicación tradicionales y en ella
existe normalmente capacidad sobrante.
Técnicamente el problema que separa al
usuario de un acceso eficaz a los servicios
avanzados se encuentra, pues, en algunos
casos, en los terminales, pero fundamental-
mente en las redes de acceso.

Por medio de las tradicionales redes de
telecomunicación «de hilo» se puede en la
actualidad ofrecer un acceso que cumpla
los requisitos exigidos para la banda ancha:
es el caso de las líneas telefónicas, «adap-
tadas» mediante técnicas DSL (de entre las
cuales, la más difundida es ADSL), y de las
redes de cable coaxial. Junto a estas dos,
existen diferentes opciones: tecnologías
inalámbricas que permiten extender la co-
nectividad a partir de un punto de conexión
inicial o que ofrecen una posibilidad de co-
nexión autosuficiente (es, por ejemplo, el
caso del acceso fijo inalámbrico o del saté-
lite), así como otras redes «físicas», tales
como las de fibra óptica.

Sin embargo, viendo la escasa penetra-
ción de las tecnologías alternativas se dedu-
ce que, por el momento, el despliegue de
nuevas redes está lejos de haber contribuido
al esfuerzo de universalización de la banda
ancha. La euforia con que en ocasiones se
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planearon ingentes inversiones ha quedado
enterrada bajo la realidad de su lento avan-
ce. Fuera de las áreas metropolitanas es la
mejora de la infraestructura de partida, y no
el despliegue de nuevas redes, la base real
para extender geográficamente las infraes-
tructuras de banda ancha. Aún más, dado
que en España no habían sido desplegadas
redes de televisión por cable en el pasado, la
evolución de la cobertura geográfica de la
oferta de banda ancha es casi totalmente
dependiente de ADSL.

De hecho, ADSL ha sido siempre la tec-
nología mayoritaria manteniendo una cuota
del mercado total de banda ancha cercana
al 75% quedando el 25% restante básica-
mente para el cable. En las últimas cifras
oficiales disponibles (septiembre de 2005;
CMT, 2006), de un total de 4.265.490 «ac-
cesos dedicados» a Internet (aproximada-
mante 3,25 millones de usuarios «individua-
les» por un millón de «corporativos»), había
3.217.285 conexiones ADSL frente a
1.022.253 módem de cable (lo que de-
muestra la casi nula incidencia comercial
del resto de tecnologías). El crecimiento del
mercado de banda ancha parece ralentizar-
se algo tras haber alcanzado unas tasas re-
almente espectaculares. En septiembre de
2004 (un año antes) había unos 2,8 millo-
nes de accesos de banda ancha; en los
seis meses siguientes el número se incre-
mentó en un millón, lo que implica que du-
rante el siguiente semestre «sólo» lo había
hecho en unas 450.000 líneas.

Estas cifras suponen una penetración
cercana al 11%, ligeramente por debajo de
la media de la Unión Europea (11,45%)7

pero lejos de los líderes europeos (Países
Bajos y los países escandinavos) que supe-
ran el 20% (Comisión Europea, 2006; datos
de 1 de octubre de 2005).

No obstante lo anterior, los importantes
avances realizados en tecnologías inalám-
bricas y el lanzamiento comercial de la ter-
cera generación de telefonía móvil permiten
cuestionar cuál será el papel de estas tec-
nologías en el futuro de la banda ancha. Y
también, claro, cómo incidirán en los es-
fuerzos emprendidos para su universaliza-
ción pues las características de las infraes-
tructuras inalámbricas (facilidad, rapidez y
menor coste en el despliegue) las hacen
aparecer como una alternativa idónea en
todo programa que pretenda combatir la
brecha digital.

4.4. Las políticas de fomento 
de la banda ancha en España

De acuerdo con el Plan de Acción eEuro-
pe 2005, «un acceso de banda ancha am-
pliamente disponible y a precios competiti-
vos» debería hacer posibles los objetivos
condensados en el tema fundamental de
eEurope 2005: «una sociedad de la informa-
ción para todos» (Comisión Europea, 2002).
Por ello, la Unión Europea reconoció en la
cumbre en que se aprobó dicho Plan de Ac-
ción y que tuvo lugar en Sevilla en junio de
2002, que era necesario un impulso político
para el desarrollo de la banda ancha, parti-
cularmente en aquellos casos en los que la
dinámica del mercado no resultara suficiente
para conseguir un adecuado despliegue de
estas infraestructuras y un conjunto de ofer-
tas atractivas para los usuarios8.
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7 La media de la UE-15 (sin los países de la última
ampliación) es ligeramente más alta (13%). En esa cla-
sificación sólo Italia, Irlanda y Grecia quedarían por de-
bajo de España. De los nuevos estados miembros,
Malta y Estonia superan a España.

8 La descripción y análisis de las políticas de banda
ancha llevadas a cabo en la Unión Europea se en-
cuentra en Feijóo et al. (2005).



Incluso antes de esta alusión explícita en
el ámbito europeo, la preocupación por ex-
tender la accesibilidad de la banda ancha
ya había aparecido oficialmente en el primer
programa español para el impulso de la 
sociedad de la información. Este fue el pro-
grama «Info XXI: la Sociedad de la In-
form@ción para todos, 2000-2003» apro-
bado el 23 de diciembre de 1999 casi a la
par que el primer documento de la iniciativa
eEurope. Sin embargo, pasó más de un
año hasta que en enero de 2001 se pre-
sentaron de forma detallada las acciones
detalladas del plan. Info XXI tenía diez obje-
tivos estratégicos entre los que se incluía la
extensión de las redes de acceso de banda
ancha a las poblaciones con menos de
50.000 habitantes. En aquellos municipios
que se incorporaran al programa «Internet
rural», se prometía instalar un «punto públi-
co de acceso» de banda ancha basado en
tecnología satélite; aparte de la conexión se
costeaba el equipamiento del espacio co-
munitario y los gastos generados durante
tres años.

La falta de correspondencia entre los ob-
jetivos del plan Info XXI, los medios realmen-
te disponibles y los objetivos conseguidos
hizo que se creará la llamada «Comisión
Soto»9 para revisar cuáles debían ser las lí-
neas principales de actuación en la socie-
dad de la información en España. Como 
resultado, se diseñó un nuevo plan, «Espa-
ña.es», aprobado en julio de 2003. El pro-
grama tenía tres líneas rectoras «horizonta-
les»: reforzar la oferta de contenidos y
servicios para favorecer la demanda, mejo-
rar la accesibilidad, especialmente mediante
el establecimiento de puntos de acceso pú-
blico, y, por último, hacer un esfuerzo de

comunicación con la sociedad. Al lado de
estas, existían tres acciones «verticales» de-
dicadas respectivamente a la educación, a
la administración electrónica y a la conexión
de la pequeña y mediana empresa a los
servicios avanzados.

En el año 2005, al mismo tiempo que la
Comisión estaba diseñando la estrategia
marco europea para el próximo lustro (bau-
tizada i2010), el gobierno español elaboró
un plan de convergencia para acelerar,
nuevamente, la inserción del país en la so-
ciedad de la información. La convergencia
se refiere a la distancia respecto a otros pa-
íses de Europa pero también trata de corre-
gir las desigualdades entre las comunida-
des autónomas que conforman el Estado.

El nuevo Plan Avanza10 propone cinco
áreas de actuación: hogar y ciudadano di-
gital; competitividad e innovación; educa-
ción; servicios públicos digitales; y nuevo
contexto digital, que a su vez incluye tres
sub-áreas denominadas tecnología e infra-
estructuras (donde se contempla desarro-
llar infraestructuras de banda ancha que 
lleguen a todo el país), contenidos y e-con-
fianza. A su vez, cada eje de actuación in-
cluye medidas de cuatro tipos: difusión, 
dinamización y comunicación; medidas
normativas; impulso; y actuación directa
(concesión de subvenciones, beneficios fis-
cales, créditos, capital riesgo, o bien medi-
das que doten de los recursos económicos
necesarios a las administraciones públicas
responsables).

Se mantiene asimismo un «Programa Na-
cional de extensión del acceso a la banda
ancha en las zonas rurales». Las actividades
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la Sociedad de la Información, presidida por Juan
Soto Serrano.

10 Plan 2006-2010 para el desarrollo de la Socie-
dad de la Información y de Convergencia con Europa
y entre Comunidades Autónomas y Ciudades Autó-
nomas.



para la puesta en marcha del programa se
basan en la cooperación con las comunida-
des autónomas y las entidades locales (a
través de la Federación Española de Munici-
pios y Provincias). En el programa participan
sólo aquellas comunidades autónomas inte-
resadas en coordinar sus actuaciones con
las del Ministerio en este ámbito11. Esto sig-
nifica que otras comunidades mantienen
sus propios programas independientes.

5. EL RETO A MEDIO PLAZO: 
EL DESPLIEGUE DE LAS REDES 
DE «NUEVA GENERACIÓN»

Ya a finales de la década de los noventa,
el término Redes de Nueva Generación
(RNG)12 había arraigado para designar las
infraestructuras avanzadas del nuevo esce-
nario convergente que se atisbaba. Casi
una década después, sigue sin existir una
definición exacta de qué se entiende por
una RNG. Una definición útil, por simple,
puede ser la que ofrece Telecom New Zea-
land (Milner y Pizzica, 2003): «una RNG es
una red mediante la que es posible ofrecer
numerosas aplicaciones (voz, datos, vídeo)
en diferentes terminales, ya sean estos fijos
o móviles». Si se busca más detalle, se
puede recurrir a la Unión Internacional de
Telecomunicaciones13, para la que una
RNG es una red de transferencia de paque-
tes capaz de ofrecer servicios diversos utili-
zando diferentes tecnologías de banda an-
cha (las tecnologías involucradas en el

transporte, cuya calidad se puede contro-
lar, son independientes de las tecnologías
de los servicios) y que permite a los usua-
rios un acceso no restringido a diferentes
proveedores de aplicaciones en condicio-
nes de movilidad plena.

Se trata, en resumen, de redes «únicas»
capaces de integrar las diferentes tecnolo-
gías presentes en los mercados actuales y
de satisfacer todas las necesidades de in-
formación de los usuarios de un modo
transparente, es decir, sin que los usuarios
sean conscientes de cómo o con qué tec-
nología se atiende su demanda.

Sin embargo, más trascendente que la
inexistencia de una definición única, es des-
de luego el escenario actual de despliegue
de estas redes. El despliegue de las RNG se
encuentra más retrasado de lo que se pre-
veía. Aunque diversas opciones de diseño,
e incluso modelos de negocio, han comen-
zado a experimentarse en todo el mundo,
están en todos los casos en su etapa inicial.
En esta situación inciden un buen número
de problemas técnicos todavía no comple-
tamente resueltos14, pero, sobre todo, y
pese a que la mayor parte de trabajos se
centren en el primero de los aspectos, las
incertidumbres económicas reforzadas por
un escenario regulador incierto.

Los problemas técnicos son comunes a
todo tipo de operadores. En su resolución
es también importante el desarrollo de es-
tándares: aparte de permitir la interoperabi-
lidad y facilitar la elección de los usuarios,
los desarrollos basados en estándares su-
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11 Andalucía, Aragón, Principado de Asturias, Balea-
res, Canarias, Cantabria, Castilla La Mancha, Castilla y
León, Comunidad Valenciana, Galicia y Región de
Murcia.

12 Es común encontrarlas citadas por la sigla inglesa
NGN, Next Generation Networks.

13 La NGN Working definition se encuentra en
http://www.itu.int/ITU-T/studygroups/com13/ngn2004/
working_definition.html

14 Pueden citarse problemas relacionados con la
calidad del servicio, congestión, seguridad, interopera-
bilidad, gestión de la movilidad y del itinerario. Véase
un repaso, sin demasiada carga técnica, en OCDE
(2005). En el mismo documento se pormenoriza el de-
sarrollo de estas redes en los países miembros de la
OCDE.



ponen para los operadores reducciones en
los costes y simplificación en la gestión
(Dickerson, 2004).

Los otros factores, económicos y de ne-
gocio, dependen, por el contrario, de cada
situación particular: el modelo de transición
que cada operador elegirá será único y de-
pendiente de su red actual, del entorno re-
gulador y de los servicios que planee ofre-
cer (Sadiku y Nguyen, 2002).

Así, los operadores «históricos», además
de impulsar su propia dinámica interna de
actualización de infraestructuras y siste-
mas, se encuentran en un proceso de crea-
ción de plataformas técnicas y de negocio
capaces de integrar sus ofertas de comuni-
caciones fijas de banda ancha con comuni-
caciones móviles e inalámbricas15. En cual-
quier caso, los costes hundidos en sus
redes actuales permiten aventurar que la
transición hacia las RNG tomará antes la
forma de evolución que la de revolución
(Cuevas, 2005).

En sentido inverso, los operadores de co-
municaciones móviles están considerando
su entrada en los negocios tradicionales de
las comunicaciones fijas. Por su lado, los
operadores alternativos (con y sin red de
acceso propia) indagan a través de qué sis-
temas podrían sus usuarios utilizar distintas
tecnologías de acceso de una forma inte-
grada. E incluso nuevos agentes relaciona-
dos con las redes IP que pudieran aparecer

en este escenario16 necesitarían un sistema
de transporte multiservicio que permitiera
enlazar redes de acceso dispersas.

Esta pugna por la toma de posiciones en
el mercado pudiera tener como resultado
(aunque también como causa, pues es un
proceso que se realimenta) la configuración
de un nuevo panorama donde las RNG
contribuirían a que, ahora sí, el mercado in-
terior europeo comenzara a consolidarse
para dar paso a una competencia efectiva y
sostenible entre operadores integrados ofe-
rentes de todo tipo de servicios de comuni-
caciones.

En cualquier caso, el camino que queda
por recorrer hasta alcanzar el despliegue
generalizado de RNG en Europa es aún lar-
go y no exento de riesgos. Las incrementa-
das economías de escala y alcance que
prometen las RNG no aseguran, sin más, el
retorno de la importante inversión requeri-
da. La cuenta de resultados es en Europa,
como en cualquier otro lugar, el primer
apartado al que los operadores dirigirán su
mirada.

Poco se puede decir a estas alturas de
cuál pueda ser la velocidad con que las
RNG se extenderán geográficamente y en
qué medida y con qué plazo pudiera ser
factible (o conveniente) lanzar programas
de universalización.

6. CONCLUSIONES

Disponer en todo su territorio de infraes-
tructuras modernas de telecomunicación se
ha convertido en una preocupación de pri-
mer orden para todos los Estados. Los ín-
dices de conexiones de banda ancha per-
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15 Existen numerosos y recientes ejemplos. Consi-
dérense las compras de operadores de comunicacio-
nes móviles por parte de operadores de comunicacio-
nes tradicionales (la compra de O2 por Telefónica, o la
de la española Amena por France Télécom), la adqui-
sición del 100% de las acciones (con la consiguiente
exclusión de las bolsas) de las filiales de móviles por
parte de las casas matrices, o, también, la constitu-
ción de operadores de comunicaciones móviles virtua-
les, sin espectro asignado específicamente, por parte
de algunos operadores fijos.

16 Podrían ser los casos de compañías significadas
como Google o Intel.



miten no sólo establecer clasificaciones de
progreso de la sociedad de la información
sino que se emplean para predecir la «vitali-
dad» actual de los países y su capacidad
económica futura. Pese a que la sociedad
de la información se ha convertido, en este
tiempo en el que los «grandes ensueños»
parecen haberse desvanecido, en algo así
como la nueva quimera (Servaes, 2003),
existen trabajos sólidos que sostienen la
conveniencia de este interés público.

Si es así, ¿qué puede hacerse para fo-
mentar el despliegue de redes avanzadas de
telecomunicación? Antes de definir políticas
concretas de promoción de la banda ancha,
los gobiernos deberían enmarcarlas dentro
de una estrategia global para el progreso de
la sociedad de la información. De igual
modo, el modelo regulador específico del
sector de las telecomunicaciones debe tam-
bién integrarse en el seno de la política para
el avance de la sociedad del conocimiento.
Esto a su vez implica definir cuál es el mode-
lo adecuado de relación entre las políticas
sectoriales específicas y las políticas genera-
les de la sociedad de la información.

No siempre es así. Las políticas de desa-
rrollo de la sociedad de la información se
han venido articulando en los países más
avanzados en torno a tres actuaciones bási-
cas: favorecer la competencia en un esque-
ma de libre mercado, promover la innova-
ción y satisfacer objetivos públicos o de
redistribución. Y es evidente que hay que
encontrar un equilibrio entre estos objetivos
que en ocasiones parecen difícilmente com-
patibles, si no claramente contrapuestos.

En efecto, una política centrada en el de-
sarrollo de la competencia conlleva, desde
luego, efectos beneficiosos (disminución de
los precios que pagan los usuarios finales,
mejora en la calidad de los servicios que se
ofrecen), pero, en un sector en el que las

inversiones para disponer de infraestructu-
ras propias son tan elevadas, no conduce
necesariamente al fomento de la inversión o
de la innovación. En particular, este tipo de
políticas de incentivo de la competencia
suelen llevan el rótulo de «tecnológicamen-
te neutrales», circunstancia que las puede
hacer chocar con otros objetivos públicos
totalmente lícitos como conseguir el mayor
despliegue posible de la conectividad de
banda ancha en el menor tiempo posible,
cuestión que dista mucho de poder ser
tecnológicamente neutral.

Más aún, si el objetivo primero pasa a
ser el despliegue de infraestructuras, se
hace necesario un entorno favorable a la in-
versión, que prime la competencia entre in-
fraestructuras alternativas antes que la pug-
na entre compañías que operan sobre una
misma red. Esta aseveración entra de lleno
en el problema de cómo hacer progresar la
implantación real de las RNG, sin duda el
elemento técnico y de negocio sobre el que
pivota la evolución futura del sector de la
información y las comunicaciones.

Y es que, no por esperado deja de ser
un dato trascendente, las RNG necesitan
grandes inversiones17. Consecuentemente,
la recuperación de esta inversión exigirá
que los precios cargados por el acceso y
por el disfrute de servicios, de aplicaciones
y de contenidos no sean muy diferentes de
los precios de las ofertas actuales. Esta
orientación estratégica no resultaría sencilla
de mantener en un marco como el actual
escenario europeo, que no incentiva clara-
mente la inversión en infraestructuras y
donde buena parte de la competencia se
basa en la reducción de márgenes. De he-
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17 De Antonio et al. (2006) realizan un estudio acerca
de los costes involucrados en el despliegue de una
RNG típica y analizan otros factores que pueden resul-
tar claves en su desarrollo.



cho, cómo y en qué condiciones se permita
el acceso de otros operadores a las infraes-
tructuras que se pudieran tender en el futu-
ro inmediato es una de las incertidumbres
que lastra el desarrollo de las RNG.

El marco europeo al que acabamos de
hacer referencia se alterará próximamente:
la Comisión presentará, durante 2007, sus
propuestas para el establecimiento de un
nuevo marco regulador para las comunica-
ciones electrónicas. Habrá que ver cuál es
el encaje de este marco con el programa
i2010 para el progreso de la sociedad de la
información y con la reformada estrategia
de Lisboa (que por el camino ha perdido su
objetivo de «convertir a Europa en la eco-
nomía basada en el conocimiento más
competitiva y dinámica del mundo»).

Cuando sean aprobadas, las nuevas Di-
rectivas deberán transponerse en los orde-
namientos nacionales. Esto supondrá la re-
dacción de una nueva, o la rectificación de
la presente Ley General de Telecomunica-
ciones, a finales de 2008, aunque con ma-
yor probabilidad en 2009 o incluso en 2010
si el proceso de aprobación de las directri-
ces se retrasa.

En un plano superior, el Plan Avanza ha
abierto una nueva etapa a inicios de 2006.
Su implantación tendría que corregir los
errores de sus antecesores, particularmen-
te en lo que se refiere a la correspondencia
entre recursos asignados y resultados es-
perados, y en la coordinación entre las ad-
ministraciones centrales y autonómicas. No
se debe olvidar que la presentación de este
nuevo programa supuso el tercer lanza-
miento en sólo cuatro años y medio. Si bien
es cierto que los planes para la incorpora-
ción a la sociedad de la información necesi-
tan cierto dinamismo, no es menos cierto
que esta concatenación de planes ha su-
puesto una traba importante para su desa-

rrollo. Del mismo modo, el ministro respon-
sable de su puesta en marcha y gestión es
el cuarto18 en seis años. El resultado es que
los planes no han sido meramente corregi-
dos sino reconstruidos, aunque curiosa-
mente en muchas ocasiones sobre los mis-
mos instrumentos prácticos. Como
consecuencia, algunas acciones no han te-
nido la continuidad necesaria para realmen-
te conocer su eficacia, y la transición con
las nuevas estrategias de apoyo no ha sido
siempre fluida, existiendo periodos impro-
ductivos de readaptación y reorientación.

Veremos qué resultados se obtienen. El
nuevo plan ha marcado objetivos que pue-
den resultar excesivamente ambiciosos: en
el caso de la banda ancha se pretende pa-
sar de un 31% de hogares conectados en
la actualidad al 60% en 2010, aunque sin
especificar de forma muy clara cómo los
instrumentos disponibles van a influir en
este verdadero salto cualitativo.

No queda, ya, sino esperar hasta ese año
2010 para conocer si, como pregona el
plan, se ha conseguido «la adecuada utiliza-
ción de las TIC para contribuir al éxito de un
modelo de crecimiento económico basado
en el incremento de la competitividad y la
productividad, la promoción de la igualdad
social y regional, la accesibilidad universal y
la mejora del bienestar y la calidad de vida
de los ciudadanos». Que así sea.
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18 En el momento de editar este artículo se atisbaba
la posibilidad casi cierta de que en breve el número
aumentara a cinco.
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